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TÉRMINO PARA USUCAPIR/ Improsperidad de pretensiones al no alcanzar a cumplir el término mínimo de posesión/ Alegato referente a que la posesión fue única y exclusiva impide la suma de posesiones  
“(…) con la prueba testimonial recaudada es indiscutible que no puede la Sala, como no lo pudo hacer el juez de primera instancia, acceder a lo pretendido en la demanda, pues si bien quedó demostrado que María Omaira Gutiérrez Ospina ha venido detentado la calidad de poseedora del inmueble, ejerciendo actos de señora y dueña, cumpliendo con los requisitos antes descritos de voluntad y materialidad de la tenencia (animus y corpus), también se estableció que dicha relación material inició en cabeza de la demandante desde hace siete u ocho años, tiempo máximo citado por los testigos respecto al deceso del padre de aquella, señor Luis Evelio Gutiérrez, quien en vida se erigió como tal y así fue reconocido por los deponentes.
Lo anterior redunda en que, realizada la valoración probatoria exigida por la ley, siendo sometida a las reglas de la sana crítica como efectivamente lo hizo el señor Juez Civil del Circuito de Dosquebradas en la providencia objeto de alzada, se puede concluir que la parte demandante no probó en debida forma la existencia de la posesión en cabeza suya por el término que la ley dispone para declarar la prescripción extraordinaria de dominio, pues señala que la misma data del año 1987, cuando está acreditado algo diferente.

Por lo demás, la posesión que se predica por la demandante desde esa época es única y exclusiva, es decir, que ni menciona, ni invoca, y menos acredita, una eventual suma de posesiones, en los términos de los artículos 778 y 2521 del Código Civil, con lo cual, tal figura no puede ser analizada en este caso concreto, entre otras razones, porque ella tiene que ser rogada, lo que no acontece aquí; y una vez propuesta, deben acreditarse todos los requisitos que de aquellas normas se desprenden que, por obvias razones, tampoco aparecen demostrados, ya que no fue encaminado el proceso a ese fin.”   
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Acta Nº 176 de abril 19 de 2016
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 13 de diciembre de 2013, en el proceso ordinario de pertenencia, instaurado por María Omaira Gutiérrez Ospina contra Andrés Avelino Hernández, Neira Dory Hernández y personas indeterminadas.
1.
ANTECEDENTES

Por medio de apoderada judicial, María Omaira Gutiérrez Ospina demandó a Andrés Avelino Hernández, Neira Dory Hernández y a las personas indeterminadas que se creyeran con derecho sobre el inmueble destinado a vivienda urbana, ubicado en la calle 19 # 22-03 del Barrio El Japón en el municipio de Dosquebradas, identificado con ficha catastral N° 01-02-0091-0001-000 y registrado en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de dicha municipalidad, en el folio de matrícula inmobiliaria N° 294-26455, el que describió con sus respectivos linderos, con el fin de que se declarara que le pertenece por haberlo adquirido por prescripción extraordinaria de dominio y, como consecuencia de ello, que se ordenara la inscripción correspondiente. 
Fundamentó la acción en su posesión material del bien desde hace más de veinte (20) años, de forma pública, pacífica e ininterrumpida, representada en actos de verdadera dueña y sin reconocer dominio ajeno sobre la vivienda.
Se rechazó la demanda por el juzgado de conocimiento, decisión que fue recurrida y revocada con providencia del 16 de mayo de 2011, en la que se dispuso la admisión y, por lo tanto, el correspondiente traslado, el emplazamiento respectivo y el registro de la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria. 

Durante el término concedido a los señores Andrés Avelino Hernández, Neira Dory Hernández y a las personas indeterminadas, todos emplazados, ninguna persona se hizo presente, por lo que se designó curadora ad-litem para ejercer su representación; dentro del término legal contestó la demanda, se refirió a los hechos, pero no propuso excepciones. 
Se decretaron y practicaron las pruebas en la medida del interés de las partes y vencido el término respectivo se dio la oportunidad para alegar de conclusión, de la cual hicieron uso. Posteriormente, se profirió el fallo de instancia en el que fueron negadas las pretensiones de la demanda, se dispuso la cancelación de su registro en los folios de matrícula inmobiliaria y se abstuvo el funcionario de condenar en costas a la demandante. 
Cimentó la decisión el juez de conocimiento en el hecho de que, según las pruebas obrantes en el expediente, la posesión alegada por la demandante inició hace alrededor de siete u ocho años, por lo que no se cumple con el requisito legal de la usucapión, el cual prevé que en este tipo de casos la misma debe ser mínimo de veinte (20) años para ganar el dominio por el modo de la prescriptiva extraordinaria, amén de que tampoco alegó una suma de posesiones.
   



La parte demandante apeló la decisión, arguyendo que se dan las condiciones para declarar la prescripción adquisitiva por llevar su prohijada más de veinte años de posesión quieta y pacífica de los predios, lo cual, según su criterio, se encuentra demostrado en el proceso.
   



2.
CONSIDERACIONES

  



2.1.
 Ningún reparo cabe frente a los presupuestos del proceso y no se vislumbra que la actuación esté afectada de nulidad, por lo que se resolverá de fondo la cuestión. 

  



2.2.
Para resolver lo que es motivo de alzada, la Sala abordará varios aspectos: una síntesis de la acción de pertenencia, con sus elementos; la posesión de la demandante, y la improsperidad, por cualquier flanco que se aborde el asunto, de las pretensiones planteadas en la demanda que se revisa. 

   



2.3.
El derecho real de dominio, a términos del artículo 673 del Código Civil, se puede adquirir por los modos de la ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muerte y la prescripción. Esta última modalidad es extintiva o adquisitiva; y la adquisitiva, a su vez, ordinaria o extraordinaria (art. 2527 ib.). 

La usucapión (art. 2518 C. Civil), impone para su prosperidad la satisfacción de unos presupuestos: (i) la posesión que detente quien desea ganar una cosa corporal, mueble o inmueble, ajena, susceptible de adquirir por ese modo; (ii) el transcurso del tiempo en las condiciones señaladas en la ley; y (iii) que la aludida posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida.

Respecto de lo primero, cuando de posesión se habla, el artículo 762 del mismo código prescribe que ella es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, y entraña una presunción de dominio. Es decir, que son dos elementos, uno material y otro volitivo; el primero referido a la detentación de la cosa por sí o por interpuesta persona; y el segundo a la manifiesta intención de comportarse respecto de ella como el verdadero dueño. 

En lo que atañe al segundo aspecto señalado, en el presente asunto se invoca la prescripción extraordinaria que se debe analizar de frente a las reglas generales de la usucapión, respecto de las cuales establecía el artículo 2532 del C. Civil, vigente para el año 1987, fecha desde la cual se alega el inicio de la posesión, que “El lapso de tiempo necesario para adquirir por esta especie de prescripción, es de 20 años contra toda persona…”.  Es claro que no se puede acudir aquí a lo prescrito por el artículo 6° de la Ley 791 de 2002, que redujo ese término a diez años; y no puede ser así, porque ella fue promulgada el 27 de diciembre de 2002 y, por tanto, su aplicación práctica vino a darse en el mes de diciembre de 2012, en tanto que la demanda fue presentada en el mes de marzo de 2011, pues es sabido que en esta materia, quien quiera beneficiarse de la prescripción establecida en una nueva ley tiene que tomarla en su integridad, desde el momento de su vigencia; y si quiere hacerlo con la anterior, también debe asumirla en su totalidad, según lo prescribe el artículo 41 de la Ley 153 de 1887. 
   



Ahora bien, el punto por dilucidar es si la demandante fue poseedora del inmueble trabado en la litis o no; y si es lo primero, desde cuándo, pues de allí depende la suerte de lo que se reclama. 

  



Visto como está que la posesión impone la concurrencia de los dos elementos (corpus y ánimus), para establecer si María Omaira Gutiérrez Ospina ostenta esa calidad, se debe acudir a los medios de prueba practicados en el trámite procesal, sobre cuya valoración se identifica la Sala con el Juez de primera instancia.




En su declaración, la señora María Rosalba Monsalve Ortegón expresó de manera clara y contundente que conoce a la demandante hace más de treinta años, viviendo desde siempre en el inmueble objeto de litigio. Pero su dicho también fue diáfano al responder que además de la demandante, en dicha casa vivían sus padres y sus hermanos; y al contestar la pregunta realizada por el despacho sobre quién ejercía los actos como pagos de impuestos, mejoras y demás, expresó que lo hacía “Omaira, ella siempre ha estado ahí desde que ellos murieron hace más de cinco años”
 




Por su parte, la señora Dioselina Saldarriaga de Betancur al realizar el relato espontáneo de lo que le consta sobre la demanda, expresó que conoce a la demandante hace veinte años, por motivos de vecindad, y en relación con el bien que ocupa el presente proceso, señaló que “…los papás (de Omaira) eran los dueños de la casa, ellos fallecieron hace por ahí unos siete u ocho años, después de que ellos murieron Omaira quedo (sic.) allí…”, 



La testigo Ana Teresa Giraldo Patiño declaró conocer a la demandante y a su familia hace veintitrés años y en lo atinente a la posesión del bien dijo que don Evelio, el papá de Omaira, siempre dijo que él era el dueño del mismo y además fue quien, en principio, realizó las mejoras “…fue quien la encerró en material inicialmente…”, igualmente expresó que la demandante es quien actualmente vive allí, pero que no le consta quien haya pagado o realizado mejoras.




Finalmente, el testigo Jorge Antonio Bernal Cardona declara en igual sentido que conoce a la demandante por espacio superior a veinte años y que en el barrio todo el mundo dice que la casa es de Omaira, pero no dice propiamente que él conozca esta situación.




Así las cosas, con la prueba testimonial recaudada es indiscutible que no puede la Sala, como no lo pudo hacer el juez de primera instancia, acceder a lo pretendido en la demanda, pues si bien quedó demostrado que María Omaira Gutiérrez Ospina ha venido detentado la calidad de poseedora del inmueble, ejerciendo actos de señora y dueña, cumpliendo con los requisitos antes descritos de voluntad y materialidad de la tenencia (animus y corpus), también se estableció que dicha relación material inició en cabeza de la demandante desde hace siete u ocho años, tiempo máximo citado por los testigos respecto al deceso del padre de aquella, señor Luis Evelio Gutiérrez, quien en vida se erigió como tal y así fue reconocido por los deponentes.



Lo anterior redunda en que, realizada la valoración probatoria exigida por la ley, siendo sometida a las reglas de la sana crítica como efectivamente lo hizo el señor Juez Civil del Circuito de Dosquebradas en la providencia objeto de alzada, se puede concluir que la parte demandante no probó en debida forma la existencia de la posesión en cabeza suya por el término que la ley dispone para declarar la prescripción extraordinaria de dominio, pues señala que la misma data del año 1987, cuando está acreditado algo diferente.




Por lo demás, la posesión que se predica por la demandante desde esa época es única y exclusiva, es decir, que ni menciona, ni invoca, y menos acredita, una eventual suma de posesiones, en los términos de los artículos 778 y 2521 del Código Civil, con lo cual, tal figura no puede ser analizada en este caso concreto, entre otras razones, porque ella tiene que ser rogada, lo que no acontece aquí; y una vez propuesta, deben acreditarse todos los requisitos que de aquellas normas se desprenden que, por obvias razones, tampoco aparecen demostrados, ya que no fue encaminado el proceso a ese fin.   




Por tanto, la sentencia será confirmada. 




2.4. En esta sede no se impondrá condena en costas, pues no aparecen causadas. 
   



3.
DECISIÓN
  



En armonía con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 13 de diciembre de 2013, en los procesos ordinario de pertenencia, instaurados por María Omaira Gutiérrez Ospina contra los Andrés Avelino Hernández,  Neira Dory Hernández y personas indeterminadas.
  



Sin costas en esta instancia.
   



Notifíquese

  



Los Magistrados, 

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Cuaderno nro. 3, folio 18 vto.
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